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En	primer	 lugar,	 se	 intenta	esclarecer	el	 interrogante	planteado	en	varios	estudios	acerca	de	 la	
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The	main	 idea	 of	 this	 article	 is	 to	 deep	 the	












The	 displacement	 and	 armed	 conflict	 seem	
to	 have	 a	 close	 relationship	 with	 the	 land	
problem	in	Colombia,	depopulate	territory	is	
a	strategy	of	illegal	armed	groups	to	strengthen	
their	 territorial	 control	 and	 ownership	 of	
farms.	Displacement	 is	 also	more	 intense	 in	
departments	with	 the	 highest	 concentration	
of	land	ownership	as	a	result,	landowners	are	
driven	with	high	 frequency	by	 illegal	 armed	
groups	 and,	 therefore,	 about	 60	 percent	
of	 displaced	 households,	 according	 to	 the	
Episcopal	Conference,	reported	some	form	of	
land	tenure.
So	 is	 in	 areas	where	macro	 develop,	 energy,	
mining,	 certain	 infrastructure	works	 in	 the	
field	of	transport	routes	and	power	generation.	
These	works	 not	 only	 demand	 cheap	 labor,	
resources	and	geographical	spaces	and	forms	
of	 territorial	 control	 or	 at	 least	 for	 security	
guarantees,	but	produce	a	different	assessment	
of	the	territories	and	natural	resources.	In	that	
environment,	 some	 sectors	 driving	 armed	
actions	in	order	to	appropriate	land	and	stock	
and	located	in	areas	where	the	infrastructure	













número	 de	 personas	 desplazadas	 internas,	
después	 de	 Sudán.	Más	 de	 3	millones	 y	
medio	 de	 personas	 han	 sido	 desplazadas	
por	 la	 violencia	desde	1985,	 1	 la	 cifra	del	
gobierno	 es	más	 baja,	 reconoce	 1.6	mi-
llones	 de	 personas	 desplazadas	 internas.	





























Los	 departamentos	 con	mayor	 concentra-
ción	 de	 propiedades	 abandonadas	 por	 la	
1	 Según	CODHES,	1	de	febrero	de	2005.
2	 KIRCHHOFF,	 S.	 y	 A.M.	 IBÁÑEZ	 (2001).	


















































de	 Santander,	Guaviare,	Cesar	 y	 Bolívar.4	





1. PRoblema de investigación 
¿Qué	 vínculos	 se	 pueden	 establecer	 entre	
tenencia	de	tierra	y	desplazamiento	forzoso	
y	 a	 partir	 de	 que	 factores	 se	 relacionan	 es-
tas	 variables	 en	 el	 contexto	 del	 proceso	 de	
desalojo	de	 campesinos	y	 concentración	de	













3.1 desPoJo y desPlazamiento  
en colombia
El	 problema	 del	 despojo	 de	 los	 bienes	







y	 colectividades	 y	 comunidades,	 de	 diver-
sos	 sectores,	 especialmente	 campesinos,	
afrocolombianos	 e	 indígenas,	 a	 los	 cuales	
4	 FAJARDO,	D	(1999).	“Ordenamiento	territorial	









Mientras	 esta	 situación	 persiste,	 los	 go-
biernos	 nacionales	 y	 locales	 y	 en	 general	
el	 Estado	 colombiano,	 han	 propiciado	 y	
sancionado	un	marco	normativo,	que	antes	
que	proteger	 los	derechos	de	 los	 legítimos	
propietarios,	poseedores	y	tenedores	de	 las	
tierras	 usurpadas,	 que	 siguen	 en	 situación	
de	desplazamiento	 forzado,	menoscaba	 los	
mismos;	tal	y	como	lo	señala	el	auto	008/09	








restitución	 de	 tierras	 y	 por	 el	 contrario	 el	
marco	 normativo,	 facilita	 la	 “legalización”	
del	 despojo	 perpetrado	 durante	 años	 de	
accionar	criminal.	
Toda	 esta	 crisis	 de	 derechos	 humanos	 y	
humanitaria,	 tiene	un	agravante,	que	es	 la	
inexistencia	de	mecanismos	confiables	que	
permitan	 establecer	 con	 claridad,	 la	mag-








entre	1985	y	1994	 se	 registró	 el	desplaza-
miento	de	aproximadamente	58.854	hogares	
con	vínculos	rurales	(HVR).6
Es	 decir,	 es	 una	 población	 en	 donde	 no	












































y	 pésimas	 condiciones	 de	 vida	 viven	 en	
situaciones	paupérrimas,	es	más	en	muchos	
de	los	casos	esta	población	es	simple	tenedora	
o	 arrendataria	 de	 los	 predios	 objetos	 del	
desplazamiento.	
La	parcela	 y	 la	 vivienda,	 en	 la	mayoría	de	
los	 casos	 único	 patrimonio,	 ha	 pasado	 al	
abandono	 forzoso	 en	 dos	 tercios	 de	 los	
hogares	 con	 vínculos	 rurales	 (71.6%).	 Su	
venta	sólo	fue	posible	en	un	12.8%	de	los	
casos,	y	su	arrendamiento	sólo	en	un	2.0%.	
Otras	 opciones	 frente	 a	 la	 tierra	 han	 sido	
cederla	 a	 otros	 familiares,	 devolverla	 a	 los	
dueños,	cuando	no	son	propietarios	y	cederla	
a	amigos.	
Ocho	 de	 cada	 diez	 hogares	 con	 vínculos	
rurales	accedían	a	 la	tierra,	pero	sólo	65%	
en	 calidad	 de	 propietarios.	 Sus	 parcelas,	
dada	 su	 área,	 correspondían	 a	 micro	 y	
minifundios	 y	 ahora	 se	 encuentran,	 en	 la	
mayoría	 de	 los	 casos,	 abandonadas.	 Antes	









es	 el	 segundo	 país	 del	mundo	 en	 número	
de	 personas	 desplazadas	 internas,	más	 de	
3.5	millones	de	personas	han	 sido	despla-
zadas	 por	 la	 violencia	 desde	 1985,	 según	




paramilitares	 se	 han	 apropiado	 de	 4	 a	 5	
millones	de	hectáreas	por	medios	violentos,	
lo	que	representa	casi	 tres	veces	más	tierra	
que	 la	 que	 se	 distribuyó	 en	 las	 últimas	




Antioquia,	 Caquetá,	 Cauca,	 Norte	 de	
Santander,	Guaviare,	Cesar	y	Bolívar.	




áreas	 geográficas	 que	 lo	 escenifican.	De	 la	
misma	forma,	la	cantidad	de	éxodos	masivos	
se	ha	impuesto	por	encima	de	los	desplaza-
mientos	 individuales	 y	 familiares.	 Como	
se	examina	más	adelante,	la	localización	de	




próxima	 instalación	 en	 ellos	 de	 proyectos	
de	desarrollo	de	gran	envergadura	o	por	su	














mujeres	desplazadas	 son	 jefes	de	hogar,	 ya	
sea	por	muerte	o	abandono	del	compañero	
o	cónyuge.
En	 cuanto	 a	 las	 condiciones	 en	 las	 cuales	
se	 produjo	 el	 desplazamiento,	 el	 56%	 de	
las	víctimas	se	vio	forzado	a	huir	a	causa	de	
amenazas,	mientras	 que	 el	 11%	 lo	 hizo	 a	
causa	 de	masacres,	 asesinatos	 y	 atentados;	
el	 18%	 lo	hizo	 a	 causa	de	 la	 sensación	de	
desprotección	 y	miedo,	 y	 el	 5%	 lo	 hizo	 a	
causa	de	los	enfrentamientos	armados.
Esta	situación	ha	ido	aparejada	con	un	cre-























































aún	más	 la	 solución	 de	 los	 problemas	 de	
nuestro	desarrollo.		
Por	 otra	 parte,	 durante	 el	 período	 com-













en	 las	 que	 fuerzas	 paraestatales	 han	 ido	
conformando,	 a	 sangre	 y	 fuego,	 dominios	
territoriales	en	un	proceso	de	acumulación	








•	 La	 ampliación	 de	 la	 influencia	 de	 los	







7	 MACHADO,	Absalón.	 La	 cuestión	 agraria	 en	
Colombia	a	fines	del	milenio.	Bogotá:	El	Áncora	
Editores,	1998.	pp.	55-56.
hoy	 ya	 toman	 el	 carácter	 de	 competencias	
bélicas	en	torno	a	territorios,	proceso	que	ha	
conducido	a	generalizar	los	desplazamientos	






sión	 permanente	 del	 país,	 en	 condiciones	






represas,	 carreteras,	 oleoductos,	 refinerías,	
para	el	efecto,	no	sólo	se	producen	cambios	




los	 lugares	 de	mayor	 intensidad	 expulsora	
son	precisamente	zonas	en	las	que	diversas	
obras	de	infraestructura	económica	se	están	









real	 o	 virtual	 de	 proyectos	 de	 producción	
económica	propios	del	esquema	capitalista	




8	 FAJARDO	M.	Daniel.	 El	 conflicto	 armado	 en	
Colombia:	 su	 influencia	 sobre	 el	 sector	 rural	
y	 las	 migraciones	 internas.	 FAO	 Colombia.	
En	 Desplazamiento	 y	 Políticas	 Públicas	 de	
Restablecimiento	 en	 Colombia,	 Volumen	 1	 -	
Memorias	del	Seminario	Internacional	Análisis	de	
Experiencias	en	Restablecimiento,	de	la	Población	








































3.2 Datos claves de la problemática 








Personas	muertas	 en	 combate	 cada	 año:	
4000-8000.




































Diversas	 facciones	 armadas	 han	 sido	 res-
ponsables	 de	 los	 desplazamientos	 forzados	
en	 esta	 compleja	 guerra.	 Los	movimientos	
guerrilleros	 surgieron	 en	Colombia	 en	 los	
60	 como	una	 reacción	 a	 la	 alternancia	 de	


















ese	 año.	En	 respuesta	 a	 esa	 intensificación	
del	 conflicto	 y	 a	 la	 agudización	de	 la	 crisis	
humanitaria,	el	presidente	lanzó	una	política	
de	seguridad	democrática	y	de	recuperación	
del	 control	 sobre	 los	 territorios	 controla-
dos	 por	 los	 rebeldes	 y	 los	 paramilitares,	






























































de	 grandes	 áreas	 del	 territorio	Nacional,	 la	
Corte	Constitucional	declaró	como	incons-
titucional	la	legislación	antiterrorista	y	otras	





















afirmación	de	que	 sólo	 existe	una	 amenaza	
terrorista,	 contribuye	 a	minar	 la	 aplicación	
del	 derecho	 internacional	 humanitario,	 así	
como	la	rendición	de	cuentas	de	los	grupos	






rrilleras	 de	 las	montañas	 del	 occidente,	 sin	
embargo,	durante	la	primera	mitad	de	2005,	
las	guerrillas	han	lanzado	una	serie	de	ataques	














(UNHCR,	 1	 de	Diciembre	 de	 2004).	 A	
principios	de	2005,	se	reportaron	confronta-
ciones	militares	y	ataques	a	civiles	en	18	de	
los	 32	departamentos	 del	 país	 (UNCT,	28	
Febrero	de	2005),	el	Estado	no	ha	propor-
cionado	cultivos	alternativos	a	las	poblaciones	
afectadas	 y	 ha	 ignorado	 las	 propuestas	 de	
sustituir	 la	 fumigación	 aérea	 de	 pesticidas	
por	 la	 erradicación	manual	 de	 la	 coca.	 Si	














4. antecedentes de la tenencia 
de la tieRRa y la RefoRma 
agRaRia en colombia
Antes	 de	 ser	 pisado	 el	 continente	 ameri-
cano	 por	 los	 europeos,	 existían	 un	millón	








agrícolas,	 tejidos,	 utensilios	 rudimentarios	
y	sal.	
Los	 Zenues,	Tayronas,	 Agustinianos	 y	
Muíscas	 cultivaron	 las	 tierras	 con	 técnicas	
avanzadas	en	comparación	con	otras	tribus,	
los	indios	que	las	integraban	pagaban	tributos	














































































los	 terrenos	 para	 la	 siembra,	 los	Tayronas	
construyeron	 una	 plaza	 de	mercado	 para	
intercambiar	 productos	 con	 otras	 tribus,	
roturaban	las	tierras	con	troncos	de	made-
ra,	quemaban	 las	malezas	y	 sus	cenizas	 las	
mezclaban	 con	 las	 tierras	 para	mejorarlas	
mientras	 otros	 terrenos	 permanecían	 en	
barbecho	 por	 períodos	 largos	 hasta	 que	
quedaban	nuevamente	aptas	para	la	siembra.
4.1 El Régimen Colonial 
Con	 el	 descubrimiento	 de	 América,	 con	
las	 naciones	 invasoras	 apareció	 el	 dominio	
colonial	en	todo	el	continente,	mediante	el	
chantaje	 extrajeron	 los	 recursos	 naturales	 y	
explotaron	 las	 comunidades	 nativas	 hasta	
extinguirlas	casi	hasta	su	totalidad,	 las	con-











Regiones de Colombia en donde existen grupos  


















































para	 que	 justificara	 y	 defendiera	 esta	 insti-
tución	de	 la	esclavitud,	 la	defensa	 la	apoyó	










mente	 la	 defensa,	 su	 alegato	 lo	 denominó	





conflicto,	 nombró	 una	 junta	 de	 personas	
notables,	en	aras	de	una	justa	decisión,	esto	
culminó	con	la	expedición	de	la	recopilación	
de	 las	 leyes	de	 indias,	contenida	en	 la	 real	
cédula	 El	 Pardo	 de	 (1591),	 que	 prohibió	
la	 subyugación	 de	 los	 aborígenes	 y	 entró	
analizar	las	adjudicaciones	de	tierras	hechas	




nuevamente	 a	 los	 Indios,	 al	desaparecer	 la	















4.2 La Independencia 
Con	motivo	 de	 nuestra	 independencia,	
en	 (1823)	 se	 expidió	 la	 ley	 de	 partos	 que	
dio	 libertad	 a	 las	 esclavas	mayores	 de	 18	
años,	 siempre	 y	 cuando	 devolvieran	 a	 los	
terratenientes	 esclavistas	 los	 dineros	 inver-
tidos	 por	 alimentación	 y	 educación	 fueron	
muy	 pocos	 los	 que	 lo	 lograron	 ya	 que	 no	
poseían	dinero	para	comprar	la	libertad,	fue	





el	 endeudamiento	 económico	 a	 Inglaterra,	



























valor	 de	mil	 pesos	 o	más,	 podían	 obtener	
el	derecho	de	residencia	de	2	años,	otra	ley	










































en	 1848	 se	 promulgó	 otra,	 que	 prohibió	
venderlas,	en	(1850)	se	expidió	la	Ley	3,	con	
la	que	se	acabaron	los	censos,	ello	liberó	a	los	





4.3 Revolución del Medio Siglo


















4.4 La Colonización Antioqueña 
Entre	 los	hechos	de	 importancia	en	el	agro	
colombiano	 se	 encuentra	 la	 colonización	
antioqueña,	 la	segunda	se	inició	a	partir	de	













de	 la	 cordillera	 occidental.	 Según	Tirado	
Mejía	 la	 colonización	Antioqueña,9	 trajo	 la	
creación	de	la	pequeña	propiedad	campesina,	
cuya	 extensión	dependía	 de	 la	 cantidad	de	
familia	 que	 se	 integrara	 a	 la	 colonización,	
esta	circunstancia	trajo	como	secuelas	que	no	
se	 formaron	 grandes	 latifundios	 ni	 grandes	
masas	de	campesinos	asalariados	y	sin	tierra,	
se	acentuó	en	las	familias	el	rígido	patriarcado	




distribuidos	 entre	 todos,	 se	 integró	 la	 zona	





4.5 Transformación del 
Capitalismo en Monopolios  
en el Ámbito Mundial















siones	 capitalistas	 tanto	 en	 el	 campo	 como	
en	las	ciudades,	a	pesar	de	que	la	oligarquía	
criolla	 ya	 había	 intentado	 este	 proceso,	 en	
pequeña	 escala	 después	 de	 la	 independen-
cia,	a	partir	de	 la	 segunda	década	del	Siglo	
xx,	 los	 norteamericanos	 comenzaron	 a	
explotar	 los	 pozos	 petroleros	 ubicados	 en	
Barrancabermeja,	Santander,	luego	en	Santa	
Marta	y	Magdalena,	se	instauró	un	enclave	
avícola	 bananero	de	 sesenta	mil	 hectáreas,	












































de	 propiedad	 de	 la	United Company,	 los	
trabajadores	 presentaron	 un	 pliego	 de	
peticiones	 1928,	 en	 el	 que	 exigían	 que	 se	
responsabilizara	como	empleadora,	pues	no	
contrataba	directamente	 a	 los	 trabajadores	
sino	por	 terceras	 personas,	 para	 eludir	 sus	
responsabilidades	 laborales	 además	 pedían	

















4.6 El Modelo Capitalista y 
su ajuste estructural de la 
Economía
Desde	 las	décadas	del	30	y	40	 se	 inició	 en	
Colombia	un	proceso	llamado	de	moderniza-
ción	económica	del	país,	en	el	que	se	impulsa	








A	finales	de	 los	 años	80,	 el	modelo	capita-
lista	 internacional	 exige	 que	 estas	medidas	
proteccionistas	se	desmonte	de	manera	que	
el	 juego	 del	mercado	 opere	 libremente	 y	
permita,	de	acuerdo	con	la	teoría	económica	
dominante,	un	mayor	equilibrio	y	prosperi-
dad.	 Se	 comienza	 así	 un	proceso	 conocido	
como	apertura	económica	y	ajuste	estructural	
modelo	que	se	expande	hasta	los	años	90,	cuyo	
más	 claro	 impulso	 se	 toma	 en	 el	 gobierno	





y	 competitividad,	 puesto	 que	 las	medidas	






para	 los	 cuales	 estaría	 el	 país	 en	mejores	
condiciones	de	competir.	
En	 el	 caso	del	 sector	 agropecuario,	 la	 apli-
cación	 de	 dichas	 medidas	 trajo	 efectos	
variados	 según	 productos	 y	 sectores	 como	
los	siguientes:
Se	 aumentaron	 significativamente	 las	 im-
portaciones	 de	 productos	 agropecuarios	 de	







Se	 redujo	 en	 450.000	 hectáreas	 el	 área	 de	



























































el	 caso	de	un	menor	precio	 en	 la	 cebada	 a	









y	 cultivos,	 que	 encuentran	 condiciones	
más	propicias	en	zonas	templadas	que	en	el	
trópico;	 sin	 embargo	 es	 necesario	 precisar	
que	la	mejora	en	productos	como	las	frutas	y	
hortalizas	no	puede	adjudicársele	a	la	apertura	





agropecuario	 estuvo	 en	 situación	 bastante	
critica	 durante	 la	 última	 década	 y	 que	 se	
vio	 afectada	 de	 diversas	maneras	 por	 las	
medidas	 de	 ajuste	macroeconómico,	 según	





productiva	 del	 país	 no	 se	modernizó	 y	 el	
sector	 alimentario	 pasó	 a	 depender	más	de	
las	importaciones.	
Actividades	no	agropecuarias	parecen	haber	
compensado	 la	 disminución	del	 desempleo	
producido	en	el	sector	rural,	lo	cual	muestra	
la	prioridad	que	el	modelo	de	desarrollo	da	
a	 otros	 sectores	 sobre	 el	 agropecuario,	 ello	
en	 términos	 generales	 trae	 dos	 consecuen-
cias:	mayor	 dependencia	 alimenticia	 con	
respecto	a	otros	países,	 lo	cual	en	 términos	








des	de	generar	 ingresos;	 es	decir	 el	modelo	
mismo	está	propiciado	la	retroalimentación	
de	lo	que	por	otra	parte	se	está	combatiendo	














5. RefoRma agRaRia o 















armada.	A	 continuación	 presentamos	 una	
síntesis	de	las	normas	y	programas	que	han	
orientado	la	reforma	agraria	en	Colombia.
5.1 La Ley 200 de 1936
Ante	la	crítica	situación	vivida	en	el	campo,	
en	 (1934),	 el	 gobierno	 de	Alfonso	 López	




















































lapso	 de	 cinco	 años,	 siempre	 y	 cuando	 el	
titular	no	la	explotara	paralelamente,	revertir	
el	 dominio	 de	 las	 tierras	 cuando	 no	 fuera	
explotadas	adecuadamente,	adjudicar	tierras	
a	 los	 campesinos	 para	 sembrar	 cultivos	 co-
merciales,	gravar	 con	 tarifas	 altas	 las	 tierras	
incultas	para	incentivar	a	los	grandes	terrate-
nientes	a	cultivarlas,	conceder	créditos	a	los	















cláusulas	 indicaban	 la	 protección	 estatal	
del	 latifundio	y	el	desconocimiento	de	 los	











ley	 era	 esencialmente	 reaccionaria,	 pues	
desconocía	el	mínimo	de	derechos	reivindi-
catorios	de	 los	 campesinos	 reconocidos	en	
el	código	civil.
5.2 Ley 100 de 1944
En	el	segundo	período	del	presidente	López	
Pumarejo,	se	profirió	la	Ley	100,	con	la	cual	


















5.3 La crisis de los años cincuenta 
La	 violencia	 ejercida	 de	 1948	 en	 adelante,	
condujo	 a	 la	 liquidación	 de	 la	 ganadería	
bovina	y	porcina	en	ciertos	departamentos,	la	
quema	de	cafetales	y	destrucción	de	cientos	
de	 viviendas,	 la	muerte	 de	 trescientos	mil	


















•	 Los	 centros	 urbanos	 crecieron	 desme-
suradamente	 por	 el	 desplazamiento	 de	
campesinos.
•	 La	 ideología	 liberal	 se	 generalizó	 en	 las	










































5.4 Causas de la Ley 135 de 1961
El	 dirigente	 liberal	Carlos	 Lleras	Restrepo	
representante	 de	 la	 burguesía	 industrial,	
abanderó	 la	Reforma	Agraria,	 expresó	 ante	
el	senado	de	la	república	que	la	tierra	estaba	
monopolizada	por	unos	pocos	y	que	existían	
miles	 de	 campesinos	 sin	 tierra	 y	 pobres,	
cuyas	parcelas	 se	 encontraban	 en	 tierras	de	
mala	calidad.	El	 latifundio	y	el	minifundio	






5.5 La Ley 6 de 1975




tierras	 en	 aparcería,	 derecho	 otorgado	 por	






5.6  El desarrollo rural integrado 
(DRI)
Ante	 el	 fracaso	 de	 las	 empresas	 comunita-
rias,	 el	Banco	Mundial,	 la	 FAO	y	 el	BIRF	
propusieron	implantar	el	programa	del	DRI	
en	el	campo	colombiano	en	1974,	el	fin	era	
aumentar	 la	 producción	de	 alimentos	 para	
contener	el	precio	elevado	de	estos	y	de	los	









5.7  Situación creada por el 





quedaron	 en	manos	 de	 los	 barones	 de	 la	
droga	y	los	campesinos	quedaron	en	la	misma	
pobreza.
Las	 fortunas	 ilícitas	 fueron	 invertidas	 por	
los	 narcotraficantes;	 algunos	 compraron	
mansiones	 solariegas,	 automóviles	 de	 alta	
gama	y	adquirieron	fincas	ganaderas	de	tipo	
extensivo,	las	custodian	con	ejércitos	privados	






y	 altiplanos	 de	 la	 geografía	 nacional,	 estas	
zonas	 del	 narcotráfico,	 han	 sido	 objeto	del	
accionar	 de	 la	 insurgencia	 revolucionaria	 y	
de	la	delincuencia	común,	por	lo	cual,	fun-
daron	las	autodefensas	unidas	de	Colombia,	
entre	 ganaderos,	 comerciantes,	 ex	militares	
y	militares	 activos,	 con	 el	 fin	 de	 defender	
sus	 intereses	 económicos	 y	 desplazar	 a	 los	














mediante	 los	 grupos	 de	 autodefensas	 que	
operan	en	las	respectivas	zonas.
5.8 Ley 35 de 1982
Esta	 ley	 dio	 nacimiento	 al	 Plan	Nacional	
de	Rehabilitación,	con	el	que	se	compraron	
tierras,	 por	 intermedio	 del	 INCORA,	 en	



















































parcial	 del	 campo,	 dejaron	 de	 cultivarse	
cerca	 de	 dos	millones	 de	 hectáreas	 debido	




No	podían	competir	 con	 los	precios	de	 los	
productos	 importados,	 subsidiados	 por	 los	
respectivos	 estados	 de	 origen,	mientras	 la	
agricultura	 nacional	 no	 recibía	 subsidios	
gubernamentales	de	ninguna	índole.












con	 el	 fin	que	 el	 campesinado	 reemplazara	
















5.11 Ley 160 de 1994
El	gobierno	nacional,	los	terratenientes	y	la	
burguesía	comercial,	lograron	conjuntamente	
que	 el	 congreso	 expidiera	 la	 Ley	 160,	 con	














d)	Regular	 el	 manejo	 de	 los	 resguardos	
indígenas.
e)	Propiciar	la	intervención	directa	del	estado	
en	 la	 compra	 de	 definir	 políticas	 para	
adjudicación	de	baldíos	y	colonización.




5.12 Adquisición de tierras por 
INCORA entre 1990-1996 
El	 Incora	 adquirió	 entre	 1990	 y	 1996,	
441.050	hectáreas	para	adjudicarlas	27.463	
familias,	 el	 promedio	 por	 heredad	 fue	 de	
273	hectáreas	o	lo	que	equivale	en	promedio	
a	16.1	hectáreas	UAF,	anteriormente,	había	
comentado	que	 el	 valor	de	 la	 tierra	no	 co-
rresponde	por	 su	valor	productivo,	 sin	que	




5.13 El Plan Colombia
El	 gobierno	 de	 Andrés	 Pastrana	 Arango	
y	 el	 presidente	 George	 Bush	 acordaron	



















































millones	 de	 dólares	 por	 año,	 de	 los	 cuales	
solo	 el	 5%	 se	queda	 en	manos	de	 la	mafia	
colombiana	y	el	resto	va	a	para	a	las	arcas	de	
las	mafias	gringas.	Razón	por	la	que	resulta	


















el	mercado	de	 tierras,	para	 ellos	 se	 crea	un	
subsidio	 del	 Estado	 a	 los	 campesinos,	 en	
la	práctica	esto	 se	convierte	en	un	subsidio	
a	 los	 propietarios	 que	 pueden	mover	 a	 sus	







•	 En	muchos	 lugares,	 la	explotación	agro-
pecuaria	 se	 ha	 reemplazado	 totalmente	
en	 beneficio	 de	 la	 explotación	 turística,	

















como	 el	 carbón	 y	 las	 esmeraldas,	 han	




azúcar,	 y	últimamente	 la	palma	 africana	
en	diferentes	momentos	y	con	variaciones	
según	las	regiones,	han	significado	también	






•	 La	 siembra	 y	 el	 procesamiento	 de	 coca	







reproducción	de	 especies	 naturales	 (por	
ejemplo,	selvas	amazónicas	y	el	nudo	de	
paramillo),	 igualmente,	 en	 el	 caso	 de	 la	
amapola,	 en	 tierras	antes	explotadas	por	






cotráfico	 se	destinaron	 en	muchos	 casos	










































anormal	 valorización	 de	 las	 tierras,	 a	 la	
destinación	de	estas	tierras	al	recreo	y	 la	












de	 explotación	 ganadera	 en	 las	 regiones	 de	
conflicto	es	 la	que	 se	ha	 llamado	ganadería	
extensiva,	 que	 consiste	 en	poner	 a	pastar	 y	










maneras	 según	 regiones;	 pero	 una	 forma	
bastante	 común	 en	 la	 historia	 del	 último	
siglo	ha	sido	la	de	la	colonización,	esto	quiere	
decir	 que	 los	 campesinos	 expulsados	 socio	
económicamente	 por	 la	 violencia	 política,	
han	 incursionado	 en	 terrenos	 selváticos.16	
Mediante	 la	 explotación	 de	 la	madera,	 la	
siembra	de	maíz,	la	cría	de	algunos	animales	
domésticos	y	de	el	cultivo	de	otros	alimentos	
de	 pancoger	 han	 abierto	 potreros,	 dichos	
potreros	(mediante	mecanismos	comerciales	
y	 otras	 formas	de	presión	 entre	 los	 que	no	








muchas	 de	 estas	 incursiones	 significan	 un	 serio	
deterioro	de	las	condiciones	ambientales.
También	la	economía	guerrillera	ha	depen-
dido	 en	 gran	medida	 de	 la	 ganadería,	 en	








organización	popular	 o	 de	 transformación	
de	estructuras	económicas,	o	de	reivindica-
ción	ante	 el	Estado,	pero	además	 también	
la	 guerrilla	 ha	 tenido	 ocasionalmente	 su	
propia	 ganadería	 disponible	 como	 recurso	
alimenticio	y	financiero,	a	su	vez	entre	 los	






del	 ganado	 por	 parte	 de	 los	 paramilitares,	
nuevos	dominadores	del	territorio.
6. tenencia de la tieRRa e 
inseguRidad JuRídica - asPectos 
legales
En	el	campo	jurídico	la	tenencia	de	la	tierra	









1.	La	 precariedad	 en	 las	 relaciones	 con	 los	
bienes	inmuebles	derivada	del	marco	nor-
mativo	interno	y	de	acciones	y	omisiones	




2.	Los	mecanismos	 y	 acciones	 regulados	
en	 la	 normativa	 interna	 (aseguramiento	
de	 los	 bienes	 y	 acciones	 judiciales	 y	 ad-





















































de	 las	 entidades	 relacionadas	 con	 los	




5.	Dado	 que	 la	 Política	 no	 incorpora	 la	












La	 garantía	 de	 protección	 y	 restitución	 de	
los	 derechos	 patrimoniales	 de	 la	 población	
desplazada	en	los	términos	de	los	estándares	
internacionales	 antes	 citados,	 demanda	





Indiscutiblemente,	 una	 gran	 parte	 de	 la	










como	el derecho real en una cosa corporal, para 
gozar y disponer de ella,18 no siendo contra ley 
o contra derecho ajeno (Art.	 669,	C.	Civil)	






La	 primera	 exige	 la	 tenencia de una cosa 















18	 La	 definición	 inicial	 del	 Código	Civil	 traía	 la	
expresión	 arbitrariamente,	 la	 que	 fue	 declarada	
inexequible,	 después	 de	 60	 años	 de	 establecerse	
constitucionalmente	la	función	social	de	la	propiedad	
(Corte,	1999:	Sentencias	C-595	y	C-	598).	
19	 El	 derecho	 a	 la	 propiedad	 también	 se	 adquiere	
mediante	 la	 tradición,	 la	 sucesión	 por	 causa	 de	
muerte	y	la	accesión	(art.	713,	C.	Civil).
20	 El	 título	 puede	 referirse	 a	 la	 escritura	 pública	
de	 compraventa,	 donación,	 etc.,	 a	 providencias	
judiciales	 (procesos	 de	 pertenencia,	 accesión,	
extinción	de	dominio,	etc.)	o	administrativas	(actos	
de	adjudicación	de	baldíos,	titulación,	constitución,	
saneamiento,	 deslinde,	 ampliación,	 clarificación	























































a.	La existencia de justo título.21	Esto	es	que	











derecho	de	Dominio,	 entre	 otros.	 La	 otra	 forma	





(Arts.	 2036	 a	 2044,	C.	Civil),	 el	 usufructo	 y	 el	
comodato,	entre	otras	modalidades.	





públicas	 que	 no	 son	 debidamente	 registrada-,	
las	 ventas	 por	 quien	no	 ostenta	 el	 derecho	 y	 las	
transferencias	 de	 derechos	 incompletos	 o	 sin	
antecedente	propio	-venta	de	derechos	herenciales	











similar	 se	 reguló	 para	 los	 poseedores	 de	 vivienda	
de	interés	social	de	estratos	1	y	2,	quienes	pueden	







público,	 como	 sería	 la	 promesa	 de	 dar	 algo	 en	
recompensa	de	un	crimen	o	de	un	hecho	inmoral	
(Art.	1524	C.	Civil).	





b.	La existencia de un título válido.	 La	 ins-
cripción	de	 los	actos	y	de	 los	contratos	 (de	
compraventa	 -incluyendo	 las	 realizados	 vía	
subsidios	 otorgados	 por	 el	Estado-),	 en	 las	
oficinas	de	instrumentos	públicos	–	ORIPs.	




6.1 Algunas causas y efectos de la 








a. Modalidades de la legislación civil.	No	
obstante	 la	 exigencia	 de	 justo	 título,	 el	
Código	Civil	de	1887	admite	figuras	que	se	
contraponen	a	éste,	tales	como	la	venta	de	
cosa	 ajena	–	 seudotradición (Art.	 1871,	C.	
Civil);	la	simulación	–	incluido	el	testaferrato 
(Art.	 1776,	 C.	 Civil);	 la	 lesión	 enorme,	
independientemente	 de	 que	 sea	 producto	
de	violencia moral, de un estado de necesidad 
o inducid[as] dolosamente por la contraparte 
que se beneficia24	y	la	posesión	inscrita	o	falsa 
tradición.25 
Concretamente	 el	 testaferrato	 es	 admitido	
en	 la	 normativa	 que	 rige	 el	 proceso	 de	
desmovilización	y	reinserción	de	los	grupos	
armados	al	margen	de	la	ley,	previéndose	la	
aplicación	 del	 principio	 de	 oportunidad	 a	
24	 Artículo	32	de	la	Ley	57	de	1887	y	Artículos	1947,	
1950	y	1951	del	C.	Civil.	
25	 14	Se	 inscriben	 en	 la	 sexta	 columna	 regulada	 en	
el	Decreto	 –	 Ley	 1250	 de	 1970,	 además	 de	 la	




incompletos	 o	 sin	 antecedente	 propio	 -venta	 de	












































































título	 registrado	 como	 falsa	 tradición,	 durante	
un	periodo	igual	o	superior	a	5	años,	a	adelantar	
ante	 los	 jueces	 civiles	 y	 promiscuos	municipales,	















b.	Ausencia de solemnidad en la constitución y 




de esta exigencia, las prácticas consuetudinarias 
asociadas a las relaciones con la tierra, los costos 
que implica la inscripción y el registro a los que 
se suman los costos de transporte a las ciudades 
en que operan las ORIP, y la limitada cobertura 
de las oficinas de catastro, notariado y registro 
(Salinas,	2008	–a).	Otras	causales	se	relacio-
nan	con	las	sucesiones	ilíquidas,	los	contratos	
de	 compraventa	 celebrados	mediante	 actos	




c.	Las erráticas reformas agrarias.	 La	 dota-
ción	de	 tierras	 a	 los	 sectores	 campesinos	 se	
ha	 realizado	principalmente	 a	 través	 de	 las	
siguientes	modalidades,	 algunas	 de	 ellas	
modificadas	recientemente	en	el	Estatuto	de	
Desarrollo	Rural	–	EDR	(Ley	1152	de	2007):	
1)	Otorgamiento	 de	 subsidios27	 sometidos	





(incautados	 y	 extinguidos)28	 o	 sobre	bienes	
objeto	de	procesos	agrarios;	3)	titulación	de	
baldíos	 (bienes	 fiscales	 adjudicables),	 4)	 la	
posesión	agraria18	sobre	fundos	rurales	que	





28	 Las	 Leyes	 785	 y	 793	 de	 2002	 regulan	 la	 acción	
constitucional	 de	 extinción	 de	 dominio.	 Estos	
bienes	 se	 han	utilizado	para	 dotar	 de	 tierras	 a	 la	
población	desplazada	 (Documento	Conpes	 3400	
de	noviembre	de	2005),	campesina	y	reinsertada.	
















































requisitos	 que	definen	 las	 leyes	 agrarias,	 so	
pena	de	incurrir	en	nulidad	o	ser	objeto	de	




















tienen	 la	 calidad	de	 terceros sin derechos,	 lo	
que	implica	la	imposibilidad	de	adquirir	su	
dominio,	 por	 cuanto	 son	 considerados	 por	










patrimonio	 arqueológico	 de	 la	 nación	 (Art.	 63,	
C.P.),	 los	 adjudicados	 en	 zonas	 de	 desarrollo	
empresarial,	los	reservados	a	entidades	de	derecho	




















concernidas	 ofrecer	 alternativas	de	 reubica-
ción	acompañadas	de	la	entrega	y	titulación	
de	inmuebles	en	otros	lugares.	
d.	Las prácticas de corrupción y el desconoci-
miento de los principios que rigen la gestión 
pública. La	precariedad	en	las	relaciones	con	
los	bienes	también	se	origina	en	acciones	u	



















de	 fundos	 extinguidos	 sin	 que	 se	 garantice	
la	 devolución	 por	 parte	 de	 los	 administra-
dores	 provisionales	 o	 la	 seguridad	 de	 los	
beneficiarios	 frente	 a	quienes	ostentaban	 el	
carácter	de	`dueños´,	causa	de	varias	de	 las	
investigaciones	 disciplinarias	 y	 penales	 que	
se	adelantan	contra	servidores	del	Incoder	y	




































































fraudulentas,	 tales	 como:	 la	 simulación,	 la	
clonación	de	folios	y	la	expedición	de	títulos	
falsificados.	En	 síntesis,	 todos	 esos	 factores	
guardan	estrecha	 relación	con	 la	desprotec-
ción	 de	 los	 derechos	 a	 la	 propiedad	 y	 las	
posesiones	y	con	las	dificultades	y	limitaciones	
para	 exigir	 su	 restablecimiento,	 tal	 y	 como	
lo	ha	documentado	 la	Procuraduría	 (2006,	
2008	y	2008-a)	y	el	Ministro	de	Agricultura	


















En	 consecuencia,	 son	distintas	 las	 acciones	
que	deben	 emprenderse	 para	 garantizar	 los	
derechos	 patrimoniales.	 Sin	 embargo,	 son	







relacionan	 con	 las	 complejas	modalidades	
empleadas	 en	 la	 usurpación,	 ocupación	 y	
expolio	y	la	inacción	del	Estado	en	la	materia.	
Además,	mientras	que	los	autores	directos	e	












como no ejecutados o celebrados y	 que	 esta	
falencia	no puede suplirse por otra prueba (Art.	
1760,	C.	Civil).	Al	respecto,	la	CSJ	(1972)	
señaló	que	los	objetivos	del	registro	consisten	
en:	1o. Servir de medio de tradición del domi-
nio de los bienes raíces y de los derechos reales 
constituidos en ellos y de prueba de los mismos; 
2o. Dar publicidad a los actos o contratos que 
trasladan o mudan o imponen gravamen o 
limitación al dominio de dichos bienes; y 3o. dar 
mayor garantía de autenticidad y seguridad a los 
títulos, actos o documentos que deben registrarse 
(Principio de que la tradición del dominio de los 
bienes raíces solo se realiza por la inscripción del 
respectivo título).	En	armonía	con	lo	anterior,	
la	Corte	Constitucional	 (2001:	C	174)	 ha	
expresado	que:	La transferencia y la transmisión 
de dominio, la constitución de todo derecho real, 
exceptuadas (…) las servidumbres, exigen una 
tradición; y la única forma de tradición que 
para estos actos corresponde es la inscripción 
en el Registro conservatorio. Mientras ésta no 
se verifique, un contrato puede ser perfecto, 
puede producir obligaciones y derechos entre 
las partes, pero no transfiere el dominio, no 
transfiere ningún derecho real, ni tiene respecto 










































citado	 registro	 riñe	 con	 la	 realidad	 fáctica	
antes	comentada	en	la	que	prima	la	ausencia	
de	 títulos	 de	 propiedad.	 En	 esa	medida,	
los	 poseedores,	 ocupantes	 y	 tenedores	 ven	
menguadas	 las	 posibilidades	 para	 reclamar	
la	devolución	de	sus	bienes	o,	en	su	defecto,	
la	 indemnización.	Esta	 situación,	 contraría	
el	 derecho	 a	 la	 reparación	 integral	 de	 las	
víctimas	del	éxodo	forzado,	particularmente	
de	 las	mujeres	 (auto	 092	de	 2008),	 de	 los	
niños	y	niñas,	y	de	los	grupos	étnicos	entre	









Así	mismo,	 como	 lo	 señaló	 la	 Comisión	
Nacional	de	Reparación	(2007,	pp.	66	-	79)	







der	 los	 lineamientos	definidos	por	 la	Corte	
(2001-a:	T	327)a	las	autoridades	judiciales	y	
administrativas	frente	a	las	personas	en	situa-
ción	de	desplazamiento,	así:	Es un principio 
de derecho que la carga de la prueba incumbe 
al peticionario. Ahora bien, es frecuente que el 
solicitante no pueda aportar, en apoyo de sus 
declaraciones, pruebas documentales o de otra 
clase, y los casos en que pueda presentar pruebas 
de todas sus afirmaciones serán la excepción 
más que la regla. La mayoría de las veces, una 
persona que huya de la persecución llegará con 
lo más indispensable y, en muchos casos, incluso 
sin documentación personal. Por consiguiente, 
aun cuando en principio, la carga de la prueba 
incumbe al solicitante, el deber de averiguar y 
evaluar todos los hechos pertinentes corresponde 
al solicitante y al examinador. Es más, en al-
gunos casos el examinador habrá de recurrir a 
todos los medios que tenga a su disposición para 
conseguir las pruebas necesarias en apoyo de la 
solicitud. Sin embargo, puede ser que ni siquiera 
esa investigación independiente tenga siempre 
éxito y que haya además declaraciones que no 
sea posible probar. En estos casos, si el relato del 
solicitante parece verídico deberá concedérsele, 
a menos que existan razones de peso para no 
hacerlo, el beneficio de la duda.	Por	lo	tanto,	
es:	deber del funcionario que esté estudiando 
el caso reunir cuidadosa y diligentemente las 
piezas o pruebas dispersas que en su totalidad 
arrojan claridad el hecho a probar. Uno de los 
elementos que pueden conformar el conjunto 
probatorio de un desplazamiento forzado son 
los indicios y especialmente el hecho de que la 
persona haya abandonado sus bienes y comu-
nidad. Es contrario al principio de celeridad y 
eficacia de la administración el buscar llegar a 
la certeza de la ocurrencia de los hechos, como 
si se tratara de la tarea de un juez dentro de un 
proceso, ya que al hacer esto se está persiguiendo 
un objetivo en muchas ocasiones imposible o en 
extremo complejo (ídem).	
7. los acueRdos inteRnacionales 
han RePeRcutido de maneRa 
negativa y se han encaRgado de 
acentuaR la PRoblemática del 















para	 beneficiarse	 con	nombre	 propio	 en	 la	













































compañías	 estadounidenses	 y	 españolas33.	
Las	privatizaciones	han	estado	acompañadas	
de	una	gran	corrupción	y	precedidas	por	el	
asesinato	de	 varios	 dirigentes	 sindicales	 del	
sector,	 la	casi	desaparición	de	los	sindicatos	
y	 la	 penetración	 de	 las	 organizaciones	 in-
ternacionales	 del	 sindicalismo,	 con	 fuertes	
nexos	 con	 las	multinacionales	 es	mediante	
el	 fondo	de	 pensiones	 e	 inversiones.	En	 el	
sector	de	la	salud	las	multinacionales	como	




Los	 acuerdos	 de	 desempeño	que	 se	 pactan	
con	el	Fondo	Monetario	 Internacional	y	 el	
Banco	Mundial,	 desconocen	 y	 presionan	 a	
los	 órganos	 legislativos,	 dándose	 casos	 en	
que	 su	 aprobación	 requiere	 solamente	 la	
firma	del	presidente	de	la	república,	burlando	
o	 limitando	 el	 control	 constitucional.	 En	








rebajas	 arancelarias,	 acuerdos	 preferenciales	





nacionalizaciones,	 garantías	 especiales	 en	 el	
evento	de	demandas	contra	 transnacionales	































pasa	 también	 el	 oleoducto	Cañón	Limón,	
Coveñas	que	opera	La	Oxy	y	donde	hay	un	
pozo	petrolero	de	la	Harten	Energy,	empresa	





to	 de	Tolima,	 zona	 que	 ha	 sido	 objeto	 de	
operaciones	militares	paramilitares,	que	han	
centrado	 su	 acción	 criminal	 donde	 existen	
unos	importantísimos	yacimientos	de	oro	y	
metales	 preciosos,	 que	 captan	 el	 interés	 de	
multinacionales	estadounidenses.	




de	 la	 nación,	 por	 donde	pasa	 el	 oleoducto	
Caño	Limón,	Coveñas	y	hay	un	yacimiento	
de	carbón	enorme	y	de	la	cual	el	90%	de	la	
producción	 compran	 empresas	 de	Estados	


















































de	 la	 declaración	 de	 conmoción	 interior	
en	 el	 cual	 se	 declararon	 algunas	 zonas	 de	
rehabilitación,	que	coinciden	por	completo	
con	 el	 tramo	 del	 oleoducto	Caño	Limón,	
Coveñas,	el	cual	atraviesa	los	Departamentos	
de	Arauca,	Bolívar	y	Sucre	inmediatamente	




El	 papel	 de	 la	 cooperación	 y	 la	 inversión	
minera	canadiense	en	el	contexto	del	conflicto	




1998,	 código	 elaborado	 por	 una	 abogada	










(Según una revista colombiana, la empresa 
GRANCOLOMBIA S.A anunció un enorme 
yacimiento, por lo que el valor de sus acciones 
en las bolsas de valores subieron, sin embargo 
un funcionario estatal los desmintió luego, las 
acciones volvieron a caer, pero en este juego 
ganó varios millones de dólares).	Otras	como	
la	Grey	Star,	se	comprometió	por	la	presión	
de	la	insurgencia.36
La	 cooperación	 sólo	 buscaba	 beneficiar	 los	
intereses	 de	 las	 empresas	 que	 componen	 el	
Ceri,	en	detrimento	de	la	situación	económi-
ca,	social	y	ambiental	de	la	mayoría	del	pueblo	









pues	 las	 rebajas	 tributarias,	 las	 exenciones	
de	 impuestos,	 el	 nulo	 control	 ambiental	 y	
la	 casi	 desaparición	 de	ECOPETROL.	 La	




En	 la	 elaboración	de	 la	 legislación	de	 tele-
comunicaciones	 se	crearon	 los	contratos	de	
























El	 Sur	 de	 Bolívar	 está	 ubicado	 hacia	 el	
centro	 de	 Colombia	 y	 posee	 alrededor	
de	 la	 cuarta	 parte	 de	 la	 población	 de	 este	
norteño	departamento,	es	bañado	por	el	río	
Magdalena	 y	ha	 sido	 zona	de	permanentes	





de	 Antioquia,	 tradicionalmente	 los	más	
productores.	
La	compañía	Anglo	Gold,	una	de	las	empresas	








































el	50%	de	 los	 intereses	de	 la	Conquistador	
Mines	 en	Colombia	 y	 se	 propuso	 invertir	
en	 exploración	 la	 suma	 de	 2.500.000,23	
dólares	 el	 acuerdo	 planteaba	 explotar	 la	
zona	 de	Marmato,	 pero	 el	 único	 proyecto	
que	 representaba	mucha	 importancia	 para	
la	Conquistador	debía	ser	el	sur	de	Bolívar,	
como	 así	 lo	 expresaron	 algunos	 accionistas	
en	 los	 chateos	 que	 regularmente	 hacen	 en	
las	Web	 especializadas	 del	 sector	minero.	
Es	decir	sin	tener	titulo	alguno,	ya	se	estaba	








Valenzuela	 y	 su	Viceministra	 de	 Lafourie,	
se	opusieron	tajantemente	a	esta	alternativa	






no	 se	 alíen	 con	 los	 grupos	 paramilitares	 o	








Con	 la	Ley	685	de	 2001,	 se	 crea	 el	 nuevo	
Código	de	Minas	siendo	una	legislación	que	
consolida	 el	 saqueo,	 durante	 el	 gobierno	
de	Ernesto	Samper	se	 falló	en	el	 intento	de	
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Hemos	destacado	 aquí	 como	 en	Marzo	de	












Julio	 27	de	 1998	donde	dice:	 “La	 Sección	







monografías	 de	 diferentes	minerales,	 así	
como	el	listado	de	empresas	que	actualmente	
estén	desarrollando	operaciones	mineras	en	







viven	 regiones	 donde	 existen	minas	 de	 oro	
y	metales	 preciosos	 como	 el	 anteriormente	




























































tación	de	 estupefacientes,	 lo	que	 realmente	
busca	 y	 consigue	 son	 grandes	 coberturas	
militares	para	posicionar	el	paramilitarismo,	
































Desde	 el	 inicio	 de	 sus	 operaciones	 de	 ex-
ploración	 en	 el	Departamento	 del	 Cesar	
se	 presentaron	 las	 primeras	masacres,	 los	
primeros	 desplazamientos	 forzados,	 homi-
cidios	 selectivos	 y	 la	 destrucción	del	 tejido	












El	 procedimiento	 que	 siguen	 las	 empresas	
































































Los	 pequeños	 y	medianos	municipios	 ubi-
cados	en	las	zonas	de	más	cruenta	confron-
tación	han	 recibido,	 proporcionalmente,	 el	
mayor	impacto	de	la	dinámica	de	expulsión,	
destierro,	despojo	y	fragmentación	del	tejido	
social.	 La	 precaria	 capacidad	 de	 respuesta	
institucional	 y	 social,	 la	 ausencia	de	planes	
de	 contingencia,	 la	 crisis	 financiera	 de	 los	




siguen	 siendo	 el	 principal	 lugar	 de	 llegada	
de	 la	mayoría	de	 la	población	 en	 situación	






de	 todas	 las	 regiones	 dependiendo	 de	 las	
fuentes	consultadas.








pacitadas	 y	 de	 personas	mayores	 sufren	 las	




























educativos,	 las	 dificultades	 para	 sostener	
a	 los	 hijos	 e	 hijas	 en	 la	 escuela,	 las	 escasas	
posibilidades	 y	 oportunidades	 de	 inserción	
laboral	o	generación	de	ingresos	en	entornos	
urbanos,	 y	 el	 limitado	 acceso	 al	 sistema	de	
protección	social.
La	 ruptura	 del	 tejido	 social	 que	 implica	 el	
desgarramiento	de	las	redes	básicas	de	soste-





La	 pérdida	 de	medios	 de	 subsistencia	 bá-









Cerca	 del	 60%	de	 las	 familias	 encuestadas	
manifestó	haber	dejado	bienes	abandonados,	
en	especial	fincas,	parcelas	y	casas,	entre	otros.
Actividad, ocupación e ingresos
Por	 sus	 características,	 el	 desplazamiento	

























































cambiaron	 su	 ocupación	 básica.	Antes	 del	

















transformaciones	 en	 las	 formas	 de	 vida	 y	

























Principales necesidades  
identificadas
Según datos de Codhes:
La	 principal	 necesidad	 identificada	 por	 la	
población	 en	 situación	 de	 desplazamiento	
consiste	en	tener	un	empleo	y	medios	para	




en	 condiciones	 de	 emergencia,	 en	 algunos	
casos	 crónica,	 sin	que	 se	 logren	 superar	 las	





el	 suministro	 de	medicamentos	 (17.2%	de	
los	casos),	y	la	educación	de	los	hijos	e	hijas	
(13.6%	de	los	casos).
Según datos del Sistema RUT:
Las	necesidades	priorizadas	por	la	población	
en	 situación	 de	 desplazamiento	 son:	 salud	
(85.3%),	vivienda	(83.8%),	educación	(75%)	
y	 oportunidades	 de	 trabajo	 (55.9%).	Una	
cuarta	 parte	 requiere	 asesoría	 jurídica	 y	 un	
64%	demanda	elementos	de	aseo	y	vestua-





















































Respuestas institucionales y sociales 
Marco Normativo e Institucional
Colombia	 es	 uno	 de	 los	 pocos	 países	 en	
conflicto	que	cuenta	con	una	 ley	específica	
para	 la	 protección	 y	 atención	 integral	 a	 la	
población	 en	 situación	 de	 desplazamiento	
(Ley	 387	de	 1997).	 Existen	 además	 claros	
referentes	del	marco	de	obligaciones	estatales	
internacionales	 y	 nacionales	 que	ubican	 en	
el	 Estado	 la	 obligación	 primaria	 de	 dicha	
protección	y	atención.
Colombia	 es	 el	 único	 país	 del	 mundo	
en	 el	 cual	 los	 Principios	 Rectores	 de	 los	
Desplazamientos	 Internos	 de	 las	Naciones	
Unidas	 tienen	 rango	 constitucional,	 y	 por	
ende	fuerza	vinculante.




El	 país	 cuenta	 con	 la	 definición	 legal	 de	
espacios	e	instancias	de	coordinación,	ejecu-
ción	y	seguimiento	de	las	respuestas	locales,	
departamentales	 y	 nacionales	 de	 atención	
a	 población	 desplazada	 interna:	 el	 Sistema	
Nacional	de	Atención	Integral	a	la	Población	
Desplazada	(SNAIPD),	el	Consejo	Nacional	
de	 Atención	 a	 la	 Población	Desplazada	
(CNAIPD),	 los	 Comités	Territoriales	 de	







Frente	 a	 uno	de	 los	 temas	 estructurales	 en	
la	 prevención	 de	 los	 desplazamientos	 y	 la	
mitigación	de	 sus	 consecuencias,	 resulta	de	



















para	 afrontar	 de	manera	más	 integral	 esta	
problemática	 y	 que	 apoyan	 y	 facilitan	 el	
funcionamiento	de	los	Comités	Territoriales	
de	Atención.
Avances en la respuesta social
El	desplazamiento	 forzado	ha	venido	ocu-
pando	 paulatinamente	 un	 lugar	 cada	 vez	
más	 relevante	 en	 las	 agendas	 de	 la	 comu-
nidad	 internacional.	 Esto	 se	 expresa	 en	 la	
presencia	activa	en	Colombia	de	un	número	
significativo	de	entidades,	organizaciones	e	














El	 interés	 cada	 vez	mayor	 de	 estamentos	
académicos	por	esta	problemática	se	expre-





temáticas,	 asesorías	 y	 consultorías	 a	 enti-
dades	internacionales,	nacionales	y	locales.
La	 constitución	 de	 observatorios	 locales	 y	
regionales	que	desarrollan	actividades	en	tor-
no	al	monitoreo	sistemático	de	la	migración	











































locales,	 iglesias,	 sectores	 sociales	 y	 diversas	
formas	de	cooperación	internacional.
Barreras y dificultades de la respuesta 
institucional y social, relacionadas 
con el contexto de conflicto armado 
interno y crisis humanitaria
La	persistencia	del	conflicto	armado	interno	
y	 otras	 formas	 de	 violencia	 se	 constituye	
como	 principal	 contexto	 generador	 de	 la	













actores	 armados	 de	 expresas	 obligaciones	
de	 respeto	 irrestricto	a	 la	población	civil,	 y	
en	 general,	 de	 los	 principios	 básicos	 de	 la	
normativa	de	protección.
Las	 estructuras	 de	 impunidad	 existentes	
relacionadas	 con	 las	 violaciones	 de	 los	
derechos	 humanos	 y	 de	 las	 infracciones	 al	
derecho	 internacional	 humanitario	—entre	






El	 desconocimiento	 por	 parte	 de	 algunos	
funcionarios	y	otros	agentes	concernidos	de	
los	 elementos	 centrales	 de	 la	 problemática	
por	falta	de	información	básica	y	capacitación	
sobre	 le	 normatividad	 aplicable,	 el	marco	
institucional	de	respuesta	y	los	fundamentos	
de	la	política	pública	respectiva.




derechos	 de	 la	 población	desplazada	 o	 que	
desconocen	derechos.
La	aplicación	de	interpretaciones	restrictivas	
por	 parte	 de	 algunos	 funcionarios	 e	 insti-
tuciones	 obligadas.	Este	 tipo	 de	 decisiones	
implican	 la	 desatención	 de	 población	 en	
situación	de	desplazamiento	que	cumple,	bajo	
la	aplicación	de	los	principios	de	buena	fe	y	
favorabilidad,	 con	 las	 condiciones	objetivas	
para	 ser	 sujeto	de	 la	 protección	 y	 atención	
previstas	 en	 los	 instrumentos	 normativos	 e	
institucionales	correspondientes.
Aspectos presupuestales
La	 distancia	 entre	 las	 dimensiones	 y	 ne-
cesidades	 de	 respuesta	 del	 problema,	 y	 las	
asignaciones	 presupuestales	 efectivas,	 que	



















han	 sido	 conformados,	 funcionan	 periódi-














































mos	 preferenciales	 que	 correspondan	 a	 las	
necesidades	surgidas	en	contextos	de	conflicto	
armado	 interno	 y	 crisis	 humanitaria	 va	 en	
detrimento	de	los	derechos	de	la	población.




La	 falta	 de	 voluntad	 política	 para	 realizar	
procesos	 de	 rendición	 de	 cuentas	 sobre	 la	
gestión	 y	 el	 gasto	 público	 en	materia	 de	
desplazamiento	 forzado	 en	 los	 escenarios	
locales,	 departamentales	 y	 nacionales,	 que	
sean	 resultado	de	 la	madurez	 institucional,	
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